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 ELEMENTOS RESTANTES DEL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD EN LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: UNA MIRADA COMPARADA 
DESDE EL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
 
Lizeth Carolina Gómez Leal1 




El principio de exhaustividad es un postulado orientador de la actividad judicial, su 
trascendencia se inscribe tanto en el ámbito nacional como internacional e impone a los 
operadores judiciales responder los puntos base del litigio, sin ser dable omitir asuntos 
fundamentales para el proceso. Dicho esto, el presente trabajo tiene como objeto analizar 
el principio de exhaustividad desde la óptica de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Para lo anterior, el trabajo en un 
primer momento estudia los elementos del principio de exhaustividad desde la 
perspectiva del Sistema Interamericano de Derechos Humanos; posteriormente identifica 
los elementos del principio de exhaustividad conforme al Sistema Europeo de Derechos 
Humanos. Finalmente, el último capítulo contiene la identificación de las diferencias que 
compone el principio de exhaustividad desde el desarrollo jurisprudencial. Además, se 
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 Abstract 
 
The principle of completeness is a postulate guiding the judicial activity, its importance is 
inscribed both nationally and internationally and imposes on the judicial operators to 
answer the basic points of the litigation, without being able to omit issues fundamental to 
the process. Having said this, the purpose of this paper is to analyze the principle of 
completeness from the perspective of the Inter-American Court of Human Rights and the 
European Court of Human Rights. For the above, the work at first looks at the elements 
of the principle of completeness from the perspective of the Inter-American Human Rights 
System; it subsequently identifies the elements of the principle of completeness in 
accordance with the European System of Human Rights. Finally, the last chapter contains 
the identification of the differences that make up the principle of completeness from the 
jurisprudential development. In addition, conclusions are established as the last section 
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La Constitución Política de 1991 reconoció la fundamentación del Estado Social de 
Derecho como medio para la materialización de los derechos fundamentales de las 
personas que se inmiscuye bajo el manto de protección de la Carta Magna. En 
consecuencia, no es posible un Estado Social de Derecho sin la salvaguarda de los 
derechos esenciales de la dignada humana y tampoco es viable los derechos 
fundamentales sin un Estado Social de Derecho. Por tanto, la connotación que implica el 
Estado a partir de 1991, conlleva a proyectar la constitución y la ley como elementos 
obligatorios para las instituciones públicas y privadas que compone el orden estatal. En 
ese sentido, un estricto cumplimiento de las normas garantiza el régimen esencial de una 
vida digna.  
 
 Así pues, el abanico de derechos fundamentales que comporta el Estado Social 
de Derecho, se encuentran detallados en la Constitución Política, la cual de manera clara 
y precisa establece un compendió garantista de los derechos inherentes a las personas. 
Los derechos fundamentales deben ser interpretados de manera amplia, su aplicación 
debe limitarse ante situaciones lo suficientemente razonables, necesarias y 
proporcionales. A pesar de concebir los derechos fundamentales a la expresión 
constitucionalista, actualmente ante la necesidad de ampliar las relaciones 
internacionales y reconocer la imperiosidad de los derechos de las personas, los 
derechos fundamentales no se pueden suscribir únicamente al ámbito nacional. Por el 
contrario, las relaciones internacionales han llevado que los Estados cada vez más 
suscriban tratados o convenios internacionales que protejan los aspectos más 
imprescindibles del ser humano. 
 
 La Carta Política reconoce indudablemente la ampliación de los derechos 
fundamentales a la luz del derecho internacional, a saber: 
 
ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. 
ARTICULO 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la 
Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como 
negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren 
expresamente en ellos. (C.P, 1991) 
 
Por consiguiente, los derechos fundamentales parten de un ámbito de disposición 
normativo amplio, tendiente a asegurar su ampliación más que su restricción. Aunado a 
lo anterior, el acceso a la justicia es un derecho fundamental que tiene toda persona de 
dirimir sus conflictos ante un tercero con facultades jurisdiccionales de manera expedita 
y de fondo. Por lo cual, las decisiones que conlleve las jurisdicciones tanto nacionales 
como internacionales, deberán responder a los puntos litigiosos a fin de consagrar el 
acceso a la justica a la par de la Constitución Política de 1991 y los tratados 
internacionales.  
 
El principio de exhaustividad implica precisamente que los operadores 
jurisdiccionales dentro de sus decisiones se remitan de manera congruente a responder 
y resolver cada una de las cuestiones que enarbolo el juicio, a fin de que el acceso y la 
administración de la justica corresponda a los postulados orientadores de la actividad. 
En ese orden de ideas, la exhaustividad es una carga para el juzgado, que se revela al 
final del proceso mediante la sentencia.  
 
Corolario de lo anterior, es que el principio de exhaustividad se encuentra 
inmiscuido directamente en el ámbito nacional e internacional, desde esta última 
perspectiva, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH o 
simplemente Corte) y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (En adelante TEDH o 
simplemente Tribunal) construyeron una importante doctrina alrededor de este principio 
y su aplicación en el ámbito supranacional. 
 
Sin embargo, sobre el tema aún se encuentran dicotomías por ambas cortes 
internacionales, las razones son varias, pero se destaca la diferenciación que 
contextualiza la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante CADH) y la 
Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante CEDH). La base normativa 
que disponen dichos tratados permite concebir y comprender en primera instancia la 
pequeña separación del principio de exhaustividad en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos (en adelante SIDH) y el Sistema Europeo de Derechos Humanos 
(en adelante SEDH).  
 
La responsabilidad del juez en el acceso a la justicia mediante la decisión de fondo 
de un fallo, constituye la garantía fundamental de protección de derechos humanos 
plasmados en la Constitución de 1991 y los tratados internacionales, la cual proporcionó 
una conexión entre lo discutido en juicio y lo decantado en el fallo.  
 
Para el Estado colombiano es claro que todas las personas sin importar su 
condición, deben tener la misma posibilidad de poder acceder al sistema de justica, por 
tal motivo lo plasmo de manera taxativa en la Constitución colombiana del 1991 y se 
adhirió a tratados que envalentona su procedencia, lo cual indudablemente incluye a 
todas las personas, por lo que se considera que el trabajo a desarrollar es relevante e 
importante para la sociedad en general, por ser esta una problemática que afecta a las 
personas en general.  
 
El objetivo metodológico de este trabajo de investigación jurídica, es determinar la 
incidencia y procedencia del principio de exhaustividad en el ámbito supranacional de la 
Corte IDH y el TEDH. 
 
Se trata de un estudio de enfoque cualitativo, el cual estará fundamentado en la 
normatividad, instrumentos internacionales de derechos humanos, y algunos artículos 
indexados. 
 
El diseño investigativo, es el de un estudio de caso, ya que se enfocará la 
investigación nicamente en la problemática que se presenta desde el derecho 
comparado disponer de dos doctrinas diferentes en ciertos elementos sobre el principio 
de exhaustividad. 
EL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD EN LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS 
 
El juez como representante de la rama judicial está en la obligación de rendir una 
actuación idónea y conforme a su cargo, por esa razón sus sentencias deben cumplir 
con las calidades necesarias del sistema normativo nacional e internacional. En ese 
sentido, las providencias que son el conducto por el cual se manifiesta las decisiones 
finales del juez deben componer coherencia con el objeto del litigio, a fin de comprender 
los elementos que se presentaron de manera oportuna en el procedimiento. Ahora, de 
las sentencias se pueden emanar diferentes obligaciones para el juez, pero quizás dos 
aspectos de los más fundamentales, son el principio de congruencia y exhaustividad.  
 
 Los principios jurídicos son una parte esencial del sistema normativo, estos 
concentran las expectativas que las instituciones formales e informales esperan de 
manera óptima respecto a determinadas situaciones. Son muchos los principios que se 
encuentran constituidos en los sistemas jurídicos internos, las constituciones y las leyes, 
son los conductos por los cuales se manifiestan los deseos de la sociedad. En ese 
sentido, se destacan principios tales como la legalidad, el debido proceso, la buena fe, 
la presunción de inocencia, la corresponsabilidad, la función social, la solidaridad, entre 
muchos otros.  
 
 Las autoridades judiciales son los destinatarios por excelencia del cumplimiento 
de estos principios, su actuación se debe ceñir mínimamente a contemplar una 
argumentación seria en el cuerpo de la sentencia, donde las contradicciones no son 
dables, además de contemplar y justificar lo anotado en la etapa de presentación y 
contestación de la demanda, sin distorsionar o modificar los hechos y las pretensiones. 
Igualmente, debe incluir todos los aspectos discutidos en las diferentes etapas del 
proceso y que afecten la Litis del asunto, a fin de cumplir con un examen completo de 
los intereses jurídicos en disputas.  
 
 En consecuencia, se determina que es necesario en la expedición de una 
sentencia fijar claramente y precisa el acto reclamado; los análisis sistemáticos de los 
actos de violación jurídica; la valoración de las pruebas; los fundamentos legales; las 
medidas que ordena el juez para la realización del amparo y los puntos resolutivos en 
los que se expresa el acto de la institución. 
 
 Por tanto, no es dable para un juez omitir algún punto en disputa so pena de que 
el fallo sea incongruente con las exigibilidades legales y constitucionales, lo cual 
apremiaría una nulidad plena. El principio de exigibilidad es una herramienta que permite 
proyectar obligaciones al juzgador respecto al contenido, responsabilidad que no puede 
soslayar, puesto que como realizador de la ley debe resolver de manera concreta la 
totalidad de cuestiones que se le presenten de manera oportuna conforme a derecho.  
 
La Corte DIH ha sido consecuente en determinar que los derechos protegidos por 
las convenciones y tratados internaciones merecen ser atendidos con la mayor 
exhaustividad posible por parte de los jueces que compone la corte. De esa manera, 
sostiene que, de acuerdo al protocolo de Minnesota, las autoridades investigativas y 
judiciales deberán procurar establecer de la forma más clara y contundente los aspectos 
relevantes del problema. En términos de la Corte IDH en el Caso Heliodoro Portugal Vs. 
Panamá, expone que el principio de exhaustividad comprende que:  
 
“La investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y 
orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual castigo de todos los responsables intelectuales y 
materiales de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados 
agentes estatales” (P.144) 
 
En relación con lo anterior, la exhaustividad exige el estudio de la totalidad de los 
argumentos jurídicos expuesto en la demanda, cuidando que los razonamientos de la 
sentencia sean compatibles y coherentes entre sí. En consecuencia, las resoluciones 
judiciales deben estar completas, por ende, se deben analizar todos los conceptos de 
violación expresados por las partes y no ignorarlo, consecuencia de que se declare el 
fallo como nulo. Dicho esto, se puede concluir que las sentencias de acuerdo lo 
preceptuado por la CIDH deben contener los siguientes supuestos: 
 
1. Exhaustividad 
2. Regularidad material 
3. Regularidad formal 
4. Estructura de la sentencia 
5. Requisitos genéricos  
6. Principio de relatividad 
7. Litis cerrada 
8. Efectividad de la sentencia 
 
La exhaustividad se relaciona con el examen que debe efectuar la autoridad respecto 
de las cuestiones o puntos litigiosos, sin omitir ninguno de ellos, es decir, resolviendo 
sobre todo y cada uno de las controversias que hubiesen sido materia del debate y que 
se presentaron de manera oportuna. Por eso, cuando se infiere la no contemplación de 
una cuestión del proceso, no se está quebrantado el principio de congruencia sino el de 
exhaustividad. En ese orden de ideas, el principio de exhaustividad se ve vulnerado ante 
una sentencia o laudo incompleto, precisamente por la falta de exhaustividad que debe 
tener el juez al momento de expedir la sentencia.  
 
 Ahora bien, en el SIDH el principio de exhaustividad no sólo se inmiscuye como 
una carga judicial que tienen los jueces de la Corte IDH, igualmente se configura como 
un principio a cargo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 
CIDH o simplemente Comisión). Por consiguiente, la Corte IDH considera que la tutela 
de los derechos fundamentales protegidos en la Convención exige que las 
investigaciones sean exhaustivas. Lo que conlleva a plantear el principio en dos 
escenarios diferentes, pero igualmente obligatorios para las autoridades 
supranacionales.  
 
 Desde la perspectiva investigativa, la Corte ha sido contundente en expresar que 
las autoridades investigativas deben procurar esclarecer en la investigación de 
ejecuciones sumarias todos los aspectos relevantes a la misma. A saber: 
 
a) identificar a la víctima; 
b) recuperar y conservar medios probatorios relacionados con la muerte para 
ayudar a todo posible enjuiciamiento de los responsables; 
c) identificar los testigos posibles y obtener declaraciones de ellos con respecto de 
la muerte; 
d) determinar la causa, la forma, la ubicación y la hora de la muerte, así como toda 
modalidad o práctica que pueda haber provocado la muerte; 
e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio; 
f) identificar y aprehender a la persona o personas que hubieran participado en la 
ejecución; 
g) someter al perpetrador o perpetradores sospechosos de haber cometido delito a 
un tribunal competente establecido por ley. (Protocolo de Minnesota, 2009) 
 
Por tanto, los órganos judiciales están en la obligación de atender las demandas de 
las partes y de ser resueltas en la sentencia, no pudiendo ignorar o distorsionar la 
controversia suscitada en el transcurso del proceso. De lo contrario se estaría viciando 
el contenido propio de las sentencias, y se estaría vulnerando el derecho de alguna de 
las partes, dejando serias dudas de los principios de imparcialidad e independencia que 
deben gozar los juzgadores en todos los procesos judiciales. 
 
 Mientras que los órganos investigativos del SIDH comporta llevar a cabo, bajo los 
elementos identificados, una instrucción acusatoria exhaustiva, es decir, una debida 
diligencia frente a las víctimas, sujetos que desean consignar justicia mediante estrados 
internacionales. Esto implica recolectar pruebas y coadyuvar con las diligencias y 
pretensiones de las partes víctimas. 
 
 Retomando el enfoque del principio de exhaustividad en el escenario judicial, su 
exigencia implica la mayor calidad posible de la sentencia, para cumplir con la plenitud 
exigida por las normas y la institución judicial. Por eso, la exhaustividad es resolver todos 
los litigios para su conocimiento en su integridad, sin dejar nada pendiente, con el objeto 
de que el fallo que se dicte declare el derecho y deje abierto el camino franco para su 
ejecución. Así las características del principio de exhaustividad se concentran en un 
examen acucioso de las distenciones jurídicas, a su vez de un estudio detenido y 
profundo de las peticiones realizadas en la etapa de demanda y contestación de la 
demanda.  
 
Por lo tanto, el principio de exhaustividad se orienta a que las consideraciones de 
estudio de la sentencia se resuelvan de la más alta calidad posible, completitud y de 
consistencia argumentativa. El concepto exhaustivo es un adjetivo que expresa algo que 
sea agota o apura por completo, dimensión conceptual no ajena a las decisiones de los 
jueces, puesto que su función principal es averiguar o desentrañar la verdad judicial.  
 
El principio de exhaustividad desde el desarrollo jurisprudencial de la Corte refleja 
la realización del debido proceso contenido en el artículo 29 de la Constitución Política 
de Colombia, además del principio de acceso a la justicia y otros derechos que se abocan 
a lo estipulado en los postulados bajo estudio. 
 
Finalmente, el principio de exhaustividad se encuentra configurado en la CADH 
de la siguiente manera:  
 
Artículo 67. El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo 
sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera 
de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a 
partir de la fecha de la notificación del fallo. (CADH, 1969) 
 
En ese orden de ideas, la disposición de aclarar o reinterpretar los fallos que expida 
la Corte se decanta necesariamente del principio de exhaustividad, que exige a la 
jurisdicción la imperiosidad de fallar bajo parámetros estrictos de congruencia y claridad 
de acuerdo al proceso. Así, a pesar de las sentencias sean definitivas e inapelables, a la 
Corte IDH le corresponde, conforme al principio de legalidad, responder a las demandas 
y controversias surgidas, ubicando esas respuestas en el contenido de la sentencia que 
emane la corporación judicial. 
 
 
EL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD EN EL TIRUBNAL EUROPEO DE DERECHOS 
HUMANOS 
 
El principio de exhaustividad del mismo modo es desarrollado por el TEDH de una 
manera congruente y precisa a través de su jurisprudencia, su fundamento se origina 
principalmente de la CEDH, que desde sus normar consagra la necesidad de dicta un 
fallo acorde a las controversias suscitadas en el transcurso del proceso. Así el artículo 6 
de dicha norma, establece el derecho subjetivo a un proceso equitativo de la siguiente 
forma: 
 
Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y 
dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, 
establecido por ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de 
carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal 
dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, … (CEDH, 
1950) 
 
En ese sentido, al disponer el artículo en mención que cualquier persona tiene 
derecho a ser oída ante las jurisdicciones y en esa medida dentro de un plazo razonable 
decidir los litigios sobre derechos y obligaciones, se está reconociendo la responsabilidad 
de las jurisdicciones internas y del mismo Tribunal de fallar exhaustivamente la disputa 
en controversia. Según pone en evidencia Agudo Zamora (1996) “el contenido del 
derecho a la protección judicial supone no sólo el derecho al acceso los Tribunales, sino 
también el derecho a obtener una tutela efectiva de dichos Tribunales” (pp. 42-43).  
 
En consecuencia, toda persona tiene derecho a tener una decisión de fondo en el 
asunto jurídico que le concierne, esta decisión debe ser argumentada bajo derecho, ya 
sea favorable o adversa. Si bien es cierto, la disposición 6 del CEDH se dirige 
principalmente como un postulado internacional obligatorio para los Estados partes de la 
Unión Europea, de igual forma es un requisito dentro del Tribunal Europeo. Con base en 
lo anterior, el principio de exhaustividad se erige como un fundamento de las personas 
frente a las decisiones internas e internacionales. Así el artículo 52 del Reglamento 
Interno del TEDH dispone en su artículo 52 sobre las sentencias que expida la 
corporación lo siguiente: 
 
Artículo 52. Las sentencias Comprenderá:  
(…) 
g) Una relación del procedimiento 
h) Las conclusiones de la o las partes y, en su caso, la de los delegados de la 
Comisión y las del demandante 
i) Las circunstancias de hecho 
j) Los motivos de derecho 
k) La parte dispositiva o fallo 
2. todo juez que haya tomado parte en el examen de un caso tendrá el derecho de 
unir a la sentencia, bien la exposición de su opinión separada, concordante o 
disidente, bien la simple manifestación de su desistimiento. (TEDH, 1982)   
 
En consecuencia, el marco normativo del principio de exhaustividad en el ámbito 
europeo mantiene un desarrollo más profundo y fidedigno que implica las exigencias del 
principio en mención. Así las cosas, el TEDH tiene la responsabilidad de introducir en las 
sentencias un conjunto de aspectos imprescindibles para materializar la exhaustividad 
que exigen sus fallos. De lo contrario, se afectaría el principio en discusión, vulnerando 
de esta manera el derecho de acceso a la justicia que consagra la CEDH tanto para el 
espectro nacional como internacional.  
 
Ahora bien, de la lectura del artículo 6, norma que estructura la base del principio 
de exhaustividad en el ámbito de las legislaciones nacionales e internacionales se puede 
evidenciar un fuerte referente especial hacia el derecho penal. Como lo resalta Milione 
(2010): 
 
De esta manera, el legislador internacional ha considerado oportuno exigir a los 
Estados contratantes un despliegue superior de garantías dirigido a aquel sujeto 
pasivo del proceso penal -es decir, el acusado- al que se refieren tanto los párrafos 
primero -como simple parte de un procedimiento judicial, cualquier a que sea- como, 
en particular, el segundo y t ercer párrafo del art. 6 CEDH, en calidad de imputado 
en un procedimiento penal. (p.6)  
 
En este sentido se justifica la opinión del Tribunal de Estrasburgo que considera las 
garantías del apartado tercero del art. 6 como constitutivas de aspectos particulares o 
específicos de aquella noción de “proceso con todas las garantías” que configura el 
primer párrafo de la misma norma. Véase entre otros el caso Bönisch contra Austria, 
STEDH de 6 de mayo de 1985. 
 
 Dicho esto, la primera diferencia que decanta el SEDH sobre el SIDH en cuanto 
al principio de exhaustividad corresponde al marco normativo que alimenta la realización 
del postulado, tanto en las sentencias nacionales como internacionales, 
específicamente, las expedidas por el Tribunal. Por otra parte, en la convención europea 
el principio de exhaustividad se instituye como un referente especial en los procesos 
penales de los Estados partes, no es ajeno a esto los incisos que compone el artículo 6 
de la CEDH sobre elementes únicamente del derecho penal. A diferencia del SIDH donde 
el principio de exhaustividad se connota de igual manera para las diferentes 
jurisdicciones del orden nacional. Ahora bien, no quiere decir lo anterior, que el principio 
de exhaustividad se proyecta en el ámbito europeo únicamente desde la posición penal, 
también es igual de exigible en cualquier proceso judicial. Sin embargo, el legislador 
internacional se interesó primeramente por reforzar el elemento penal, ante la incidencia 
de derechos fundamentales.  
 
 Citando nuevamente a Milione (2010) quien configura lo anteriormente descrito en 
mejores términos: 
 
La particular atención que el legislador internacional ha querido dedicar al proceso 
penal respecto a las demás jurisdicciones se traduce, desde un punto de vista 
subjetivo o de los destinatarios de la norma, en un claro enfoque sobre la figura del 
“acusado”. (p. 8)  
 
Por tanto, es innegable negar la relación del derecho penal con el principio de 
exhaustividad, mandato no tan preciso en el SIDH; la contundencia normativa sobre el 
principio de exhaustividad sobre este tema, conlleva a determinar la trascendencia en el 
marco procesal del principio de exhaustividad en el sistema europeo, la base normativa 
es fuente oportuna para obligar a concretar un proceso que alimente las resoluciones 
judiciales bajo una decisión a fondo.  
 
Lo anterior tiene explicación por López (2013) Juez del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos: 
 
Las características del sistema europeo de protección de los derechos humanos 
(sus notas organizativas, su funcionamiento, la doctrina jurisprudencial en él 
elaborada) son resultado de un proceso que hasta el momento (2013) tiene una 
duración de más de sesenta años. Por ello, muchos de los elementos definidores 
del sistema, en su versión actual, han ido surgiendo en momentos determinados de 
ese proceso, como innovaciones para enfrentarse con nuevos problemas o como 
reformas de situaciones anteriores. (p. 165) 
 
Aunque, conforme a la lectura del artículo 6 del CEDH no se puede concretar el 
derecho a tener una resolución de fondo, este se infiere implícito al ser un elemento 
imprescindible del derecho a una tutela judicial efectiva. De acuerdo a lo destacado por 
el Tribunal de Estrasburgo, la motivación es un fundamento trascendental de las 
sentencias, que se define, como la labor jurisdiccional de indicar el hecho de revelar la 
causa legal en la que las sentencias judiciales se apoyan para decidir, exteriorizando la 
interpretación del derecho.  Más en general, como indica Royo, la motivación se conecta 
profundamente con la legitimación democrática del Poder Judicial atendiendo a la 
voluntad general expresada en la Ley (p.498). 
 
Así, el caso García Ruiz contra España, permite justificar la posición doctrinal del 
Tribunal, respecto a la imperiosidad de las decisiones de fondo que tienen a cargo los 
operadores judiciales. Aunado a lo anterior, el Tribunal de Estrasburgo considera la 
obligación de los órganos judiciales de motivar sus decisiones como uno de los principios 
más indisolublemente unidos a una correcta administración de la justicia.  
 
No obstante, desde el enfoque europeo la motivación debe con el fin de materializar 
un proceso equitativo, cumplir con características que cumplan determinadas exigencias 
para la administración de justicia. Por tanto, la motivación ha de proceder bajo criterios 
razonables, congruentes y fundados en derecho.  
 
En relación con lo anterior, el principio de congruencia supone dos obligaciones 
para los operadores judiciales, por un lado, la no contradicción dentro del texto de 
argumentos jurídicos y facticos, puesto que de lo contrario se supondría la ambigüedad 
de la sentencia y por ende la dubitación de los efectos de la misma. A esta proyección 
del principio de congruencia se le denomina el enfoque interno, el cual como se dijo 
comporta los elementos propios de la estructura de un fallo coherente.  
 
Por otra parte, se establece el principio de congruencia desde el ámbito externo, 
este se refiere a las postulaciones que de manera oportuna realizaron las partes en las 
diferentes etapas de proceso respecto a los hechos y las normas. Desde esa perspectiva, 
los jueces deben fallar de acuerdo a lo anotado por las partes, sin distorsionar o modificar 
los presupuestos expuestos de manera oral o escrita por las partes. De tal manera que 
la decisión sea acorde a lo controvertido conforme a los principios de inmediación, 
contradicción y defensa, introduciéndose de manera pertinente en el fallo final. 
 
Para culminar, Milione (2010) sintetiza las consideraciones del Tribunal de 
Estrasburgo de la siguiente manera: 
 
Sustancialmente se trata de demostrar que la elección escogida por el tribunal no 
es fruto de una elección arbitraria y personal del órgano judicial, sino que está 
construida sobre normas jurídicas. Esta exigencia es, por lo tanto, coherente con la 
finalidad perseguida por la obligación de motivar anteriormente descrita, es decir, 
despejar todas las dudas que puedan existir sobre la naturaleza jurídica y no política 
de las resoluciones judiciales. (p. 13) 
 
En ese sentido, el TEDH ha desarrollado de manera más idónea el principio de 
exhaustividad a través de su jurisprudencia. Su relación con los elementos de la 
motivación, además de la posibilidad de recurrir los fallos mediante las facultades que 
tienen las partes para interponer recursos y la interpretación de aclaración que le infiere 
el Tribunal como elemento imprescindible del principio de exhaustividad, permite 
reconocer la diferencia que distingue el principio de exhaustividad en el SIDH del SEDH. 
De manera que el principio de exhaustividad se encuentra en mayor profundidad en el 
ámbito europeo, lo que refleja la consistencia que mantuvo la corte desde sus inicios 
respecto a este tema, congruencia que se decanta en sus diferentes decisiones.  
 
ELEMENTOS RESTANTES DEL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD EN LA CORTE 
IDH EN RELACIÓN CON EL TEDH 
 
Realizado un estudio general del principio de exhaustividad respecto a los Sistemas de 
Derechos Humanos en acotación, se pasa a continuación a distinguir específicamente 
las características y funcionalidad del postulado en el TEDH con la Corte IDH, con el 
objeto de propiciar una integración de conceptos faltantes a la luz del SIDH. Así pues, el 
primer elemento que instituye el Tribunal es la razonabilidad, aspecto recurrente desde 
el enfoque procesal y que se relaciona intrínsecamente con el principio de exhaustividad 
al que tantas veces se ha hecho mención. Por ende, una resolución razonablemente 
motivada, irradia en la sentencia una aplicación del principio de legalidad 
manifiestamente estricta y racional, en otras palabras, sin contradicciones internas o 
errores lógicos y por otro aclara suficientemente -de maniére o adequately, según el 
TEDH- los motivos que la fundamentan (caso García Ruiz contra España). 
 
 Por otro lado, característica indispensable de la exhaustividad es la congruencia, 
aunque este elemento innegablemente se concentra en el ámbito de la Corte IDH, su 
mayor proyección en relación con el principio objeto de estudio, lo ha manifestado el 
TEDH. En ese orden de ideas, se requiere una coherencia entre las pretensiones 
formuladas por las partes procesales y el contenido del fallo. A este propósito cabe 
recordar el caso Ruiz Torija e Hiro Balani contra España, en el que el Tribunal de 
Estrasburgo condenó al Estado español por un determinado tipo de incongruencia, 
definida “omisiva”, y consistente en el incumplimiento total de la obligación de resolver 
las pretensiones de las partes de manera congruente con los términos en que venían 
planteada. 
 
 Finalmente, otro elemento que constituye el principio de exhaustividad en el 
enfoque europeo es que la decisión debe estar fundada en derecho, es decir, que la 
Constitución Política, los tratados y convenios internacionales, la ley y demás normas 
serán el referente para determinar la resolución del caso y no los raciocinios subjetivos 
internos del juez.  
 De acuerdo con el Tribunal de Estrasburgo cumplir con los anteriores requisitos 
sirven para erradicar la arbitrariedad, las contradicciones internas y los errores de 
lógicas, contribuyendo a la realización de los Derechos Humanos y los principios 
procesales. 
 
 Así mismo, otro elemento que el Tribunal ha estudiado como conexión al principio 
de exhaustividad es la publicidad de la actuación judicial, ya que la sentencia y su parte 
más fundamental, la motivación, permiten la garantía de dicho principio a través del 
control judicial llevado a cabo por las partes y el público en general y, más 
abstractamente por los medios de comunicación que resulta ser una pieza clave en la no 
transgresión del principio.  
 
 Concatenado con lo anterior, otro desarrollo fundamental de la exhaustividad 
concierne desde el punto de vista procesal, permitir de una visión acorde y lógica a los 
sistemas procesales, el sistema de recursos contra las resoluciones judiciales ante 
instancias superiores -apelación, casación, cuando sea posible-. Lo anterior, aplicable a 
las mismas sentencias emitidas por el Tribunal de Estrasburgo, situación ajena a la Corte 
IDH.  
 
 Respecto a lo anterior, basta resaltar el artículo 57 del Reglamento Interno del 
TEDH, que de manera explícita posibilita la demanda de revisión, situación no inscrita en 
el SIDH y que de cierta forma limita el principio de exhaustividad: 
 
En caso de descubrirse un hecho que por su naturaleza ejerza una influencia 
decisiva en un caso y que fuese desconocido en la época de pronunciarse la 
sentencia tanto por el Tribunal como por el demandante de revisión, una parte o la 
comisión podrán plantear ante el Tribunal, una demanda de revisión de la sentencia 
de que se trate, en el plazo de seis meses a partir del momento en que haya tenido 
conocimiento del hecho descubierto. (TEDH, 1982) 
 
Además, los artículos siguientes, facultad a las partes de solicitar dictámenes 
consultivos, a fin de aclarar las motivaciones y decisiones del fallo. Lo anterior muy 
acorde con el contenido del artículo 56 del Reglamento Interno: “las partes y la Comisión 
podrán pedir la interpretación de una sentencia en el plazo de los tres años siguientes a 
su pronunciamiento” (TEDH, 1982) 
 
Consecuencia de lo anterior, el principio de exhaustividad operar como principio, 
garantía o derecho. No queda ninguna duda de su condición de derecho, pues, cuando 
el ordenamiento jurídico nacional e internacional le confiere a una persona la potestad o 
prerrogativa de hacer uso de un recurso contra una providencia judicial, ante el superior 
jerárquico que la profirió en razón a la falta de motivación; este sujeto está en la 
posibilidad de hacer efectivo dicho poder. Tampoco puede desconocerse que la 
exhaustividad puede salvaguardar bienes más caros al ordenamiento como el debido 
proceso, el acceso a la administración de justicia o la credibilidad y confianza de la 
administración de justicia, con lo cual, se pone de manifiesto su papel de garantía. 
Finalmente, su calidad de principio que orienta la lectura las disposiciones procesales y, 
en particular las disposiciones de orden sancionatorio, ha sido consolidada por la doctrina 
y la jurisprudencia del TEDH. 
 
Su estatus jurídico varía según la perspectiva desde la que se le contemple y, según 
la finalidad para la que se le establezca. En esa medida, puede cumplir el papel de 
principio, garantía o derecho, de acuerdo a la interpretación jurídica que el Tribunal de 
Estrasburgo ha hecho sobre mencionado principio.  
 
En conclusión, en Colombia y el SIDH, el principio de exhaustividad no se destaca 
de manera directa por las disposiciones orientadoras, sin embargo, de una lectura 
estricta de los artículos que estípula el contenido de la sentencia, se colige que la 
exhaustividad es una responsabilidad sin la cual no se puede cumplir las exigencias 
normativas respecto a la estructura de la sentencia. De manera que los jueces en sus 
fallos deben agotar cada uno de los puntos y controversias presentadas por las partes a 
fin de ajustar sus decisiones al imperio de la ley y sobre todo al debido proceso. 
  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido consecuente en determinar 
que los derechos protegidos por las convenciones y tratados internaciones merecen ser 
atendidos con la mayor exhaustividad posible por parte de los jueces que compone la 
corte. De esa manera, sostiene que, de acuerdo al protocolo de Minnesota, las 
autoridades investigativas y judiciales deberán procurar establecer de la forma más clara 
y contundente los aspectos relevantes del problema. Sin embargo, todavía falta mucho 
por aludir a determinado principio, sobre todo haciendo una acotación de lo que el TEDH 




























La exhaustividad está relacionada con el examen que debe efectuar el juzgador respecto 
de todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin omitir ninguno de ellos. De esa manera, 
consiste en que el juzgador no solo se ocupe de cada cuestión planteada en el litigio de 
una manera o forma cualquiera, sino que lo haga a profundidad, explore y enfrente todas 
las circunstancias atenientes a cada tópico.  
 
Por otra parte, la congruencia, aunque muy parecida al principio de exhaustividad, 
tiene como objetivo asegurar que el juez dentro de sus fallos se coherente en el cuerpo 
constitutivo de la sentencia, así mismo, respecto a las peticiones que las parte 
presentaron de manera oportuna dentro del proceso. Por tanto, no es posible que el juez 
distorsione las posturas y pretensiones de las partes, so pena de exceder sus facultades 
judiciales y de desembocar en un fallo injusto. No obstante, a diferencia del principio de 
exhaustividad, la congruencia se admite excepciones, en el ámbito nacional, los asuntos 
de familia pueden ser fallados ultra o extra petita cuando sea necesario para brindarle 
protección adecuada a la pareja, al niño, la niña o adolescente, a la persona con 
discapacidad mental o de la tercera edad, y prevenir controversias futuras de la misma 
índole. Lo cual es lógico teniendo en cuenta el interés superior del niño y la prevalencia 
de sus derechos, lo que subordina en ciertos estadios judiciales la subscripción del 
principio de congruencia.  
 
Así mismo, el juzgador no solo se debe ocupar de las cuestiones de manera 
relativa, por el contrario, debe resolver todas las cuestiones de manera profunda, 
explorando y decidiendo todas las cuestiones de su competencia. De forma que las 
consideraciones que sirvieron de sustento para la respectiva decisión sean coherentes 
con los hechos y el derecho. De tal forma que el juez no se exonera con la atención de 
todos los puntos, sino a través de un estudio serio que analice lo suficientemente la 
razonabilidad jurídica de las pretensiones de las partes, cumpliendo de esta manera con 
el principio de exhaustividad. 
Finalmente, esto otorgara a las decisiones calidad y credibilidad por parte de las 
personas que acceden a la justicia, reforzando la percepción de las instituciones 
judiciales y en el mérito de las órdenes judiciales. Es necesario que Colombia en su 
sistema jurídico implante este principio de manera clara, a fin de que goce una mayor 
fuerza normativa dentro del ordenamiento y no entre a dubitaciones en algunos estadios 
jurídicos. 
 
 En ese sentido, el TEDH ha desarrollado de manera más idónea el principio de 
exhaustividad a través de su jurisprudencia. Su relación con los elementos de la 
motivación, además de la posibilidad de recurrir los fallos mediante las facultades que 
tienen las partes para interponer recursos y la interpretación de aclaración que le infiere 
el Tribunal como elemento imprescindible del principio de exhaustividad, permite 
reconocer la diferencia que distingue el principio de exhaustividad en el SIDH del SEDH. 
De manera que el principio de exhaustividad se encuentra en mayor profundidad en el 
ámbito europeo, lo que refleja la consistencia que mantuvo la corte desde sus inicios 
respecto a este tema, congruencia que se decanta en sus diferentes decisiones.  
 
 La diferencia que decanta el SEDH sobre el SIDH en cuanto al principio de 
exhaustividad corresponde al marco normativo que alimenta la realización del postulado, 
tanto en las sentencias nacionales como internacionales, específicamente, las expedidas 
por el Tribunal. Por otra parte, en la convención europea el principio de exhaustividad se 
instituye como un referente especial en los procesos penales de los Estados partes, no 
es ajeno a esto los incisos que compone el artículo 6 de la CEDH sobre elementes 
únicamente del derecho penal. A diferencia del SIDH donde el principio de exhaustividad 
se connota de igual manera para las diferentes jurisdicciones del orden nacional. Ahora 
bien, no quiere decir lo anterior, que el principio de exhaustividad se proyecta en el ámbito 
europeo únicamente desde la posición penal, también es igual de exigible en cualquier 
proceso judicial. Sin embargo, el legislador internacional se interesó primeramente por 
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